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Proceso

 

Ordinario Laboral

Demandante:


Harold Aníbal Miranda Rosero 
Demandados:


Comfamiliar Risaralda y otro

Magistrado Ponente:                 
Julio César Salazar Muñoz

Juzgado de origen:
               Juzgado Primero Laboral del Circuito

Tema:



1. LAS CAJAS DE COMPENSACION FAMILIAR. - Disponen los artículos 39 y siguientes de la ley 21 de 1982 que las Cajas de Compensación Familiar son personas jurídicas de derecho privado, sin ánimo de lucro, las cuales estarán organizadas como corporaciones conforme a lo estipulado en el Código Civil, con el fin de cumplir, entre otras, funciones de seguridad social.

Ahora bien, el artículo 16 de la ley 789 de 2002, adicionó las funciones contempladas en el artículo 41 de la ley 21 de 1982 y además, le permitió a estas entidades de derecho privado que las actividades relacionadas con sus servicios, entre ellas las de seguridad social, fueran ejecutadas directamente o mediante alianzas estratégicas con otras cajas de compensación o a través de entidades especializadas públicas o privadas.
2. LA SUBORDINACIÓN JURÍDICA QUE IDENTIFICA EL CONTRATO DE TRABAJO – MÉDICO INTERNISTA – NIEGA / CONFIRMA  - Así las cosas, de conformidad con la información suministrada por los doctores Jairo de Jesús Ramírez Palacio y Ricardo Arturo Martínez García, compañeros de actividades del demandante, evidente es que el accionante no solamente no tuvo un contrato de trabajo con la Caja de Compensación Familiar de Risaralda, pues claramente la forma en la que prestaba el servicio lo era de manera autónoma e independiente, que le permitía diversificar sus actividades en otras entidades, así como asistir sin ningún inconveniente a congresos y cursos nacionales e internacionales, además de las ventajas y beneficios económicos que ello le traía, sino también porque, tal y como lo expresaron los citados galenos, realmente no tuvo la intención de vincularse bajo los presupuestos de una relación de índole laboral, ya que no aceptó las invitaciones que se le hicieron en ese sentido por parte de la Caja de Compensación Familiar, que dicho sea de paso, como se explicó anteriormente, tiene la posibilidad de prestar los servicios de salud de manera directa o por medio de alianzas con entidades especializadas, tal y como lo eran Medicoop CTA y Aprosalud, pues tal y como lo expresaron los testigos, estas eran agremiaciones especializadas en prestar servicios de la salud, que, de acuerdo con lo expresado por la señora Adriana Lucía Rendón Velásquez, secretaría y coordinadora administrativa de Aprosalud, no solamente eran ofertados a Comfamiliar Risaralda, sino a otras entidades médicas como nefrólogos de Risaralda y Comfandi Cartago.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUENOS DÍAS

Hoy, diecisiete de enero de dos mil dieciocho, siendo las diez y quince minutos de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por el señor HAROLD ANIBAL MIRANDA ROSERO en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 22 de mayo de 2017, dentro del proceso que le promueve a la ASOCIACION PROFESIONALES DE LA SALUD –APROSALUD- y a la CAJA DE COMPENSACIÓN FAMILIAR DE RISARALDA –COMFAMILIAR RISARALDA-, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-002-2016-00227-01. 

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretende el señor Harold Aníbal Miranda Rosero que la justicia laboral declare que entre él y Comfamiliar Risaralda existió un contrato de trabajo a término indefinido entre el 1º de julio de 2000 y el 30 de julio de 2011, en el que la Asociación de Profesionales de la Salud –Aprosalud- es solidariamente responsable. Con base en ello aspira que se condene a las entidades accionadas a reconocer y pagar la diferencia salarial, las cesantías y sus intereses, primas de servicios, compensación por vacaciones, el trabajo suplementario, las sanciones moratorias de los artículos 65 del C.S.T. y 99 de la Ley 50 de 1990, la indemnización por no pago de los intereses a las cesantías, la devolución de los aportes en salud y pensión, el reembolso de la retención en la fuente y las costas procesales a su favor.

Refiere que: Prestó sus servicios como médico especialista en medicina interna a favor de la Caja de Compensación Familiar de Risaralda entre el 1º de julio de 2000 y el 30 de julio de 2011: Entre el 1º de julio de 2000 y el 31 de diciembre de 2001 de manera directa con Comfamiliar, entre el 1º de enero de 2002 y el 30 de junio de 2006 a través de un convenio cooperativo con la CTA Medicoop y desde el 1º de julio de 2006 hasta el 30 de julio de 2011 por convenio suscrito con la Asociación de Profesionales de la Salud “Aprosalud”. Cumplió con el cuadro de turnos asignado por Comfamiliar Risaralda, aunque realmente debía estar disponible las 24 horas del día, incluidos sábados, domingos y festivos, durante dos semanas al mes; esa situación se presentó entre los años 2001 a 2009 debido a que solo había dos médicos internistas; en los años 2010 y 2011, al ingresar otro internista, la disponibilidad de 24 horas era por una semana y se descansaba las dos siguientes. En resumen, se trabajaban dos semanas al mes. 
La seguridad social en salud y pensiones fue cubierta por él; relaciona los salarios devengados entre los años 2006 a 2011 para señalar que tiene derecho a que se le cancele la diferencia salarial frente a lo devengado por un médico internista de planta de la entidad demandada; en el mes de julio de 2011 se retiró para adelantar estudios de posgrado en  la Universidad de Antioquia, los cuales canceló a través de un crédito hipotecario realizado por Comfamiliar Risaralda en la línea de crédito “Convenio de Comisión de Estudios”; el 10 de marzo de 2014 presentó reclamación administrativa ante las entidades accionadas; Comfamiliar Risaralda dio respuesta negativa el 25 de marzo de 2014 y Aprosalud guardó silencio.

Al dar respuesta a la demanda –fls.121 a 164 y 518 a 521- la Caja de Compensación Familiar de Risaralda manifestó que no ha tenido vínculos de orden laboral con el Dr. Harold Aníbal Miranda Rosero, ya que en un época lo hizo de forma directa mediante contratos de prestación de servicios y posteriormente a través Aprosalud. Indica que sostuvo convenios con la CTA Medicoop, pero que los mismos finalizaron en el 2006 y 2007. Expresó que el demandante también prestaba sus servicios de atención a pacientes en su consultorio particular y que tenía contrato de trabajo con la Universidad Tecnológica de Pereira, estando afiliado a esa caja de compensación, lo cual le permitió acceder al denominado crédito social. Se opuso a las pretensiones y formuló las excepciones de mérito de “Inexistencia de la relación contractual laboral”, “Falta de causa para pedir”, “Cobro de lo no debido”, “Inexistencia de la obligación”, “Compensación”, “Prescripción”, “Buena fe”, “Inoperancia de la indemnización moratoria equivalente a un día de salario por un día de retardo por no haber presentado la demanda dentro del término de 24 meses” y “Genérica”.

Por su parte la Asociación de Profesionales de la Salud –Aprosalud- al contestar la demanda –fls.391 a 406 y 516 a 517- señaló que el actor se vinculó mediante un contrato de representación a esa entidad desde el 1º de julio de 2006, fecha en que en calidad de médico especialista en medicina interna, empezó a prestar sus servicios en esa área de la salud a favor de la IPS Comfamiliar Risaralda; indica que desconoce cualquier relación contractual que haya tenido el demandante con esa entidad antes de la precitada calenda. Se opuso a las pretensiones y planteó las excepciones de fondo que denominó “Falta de causa para demandar”, “Cobro de lo no debido”, “Inexistencia de obligación laboral”, “Mala fe y temeridad”, “Prescripción” y “Compensación”.
En sentencia de 22 de mayo de 2017, la funcionaria de primer grado determinó que los servicios prestados por el Dr. Harold Aníbal Miranda Rosero a favor de la Caja de Compensación Familiar de Risaralda entre los años 2000 y 2011, de forma directa o a través de las entidades referenciadas en la demandada, no se dieron bajo los presupuestos de un contrato de trabajo, en consideración a que el accionante ejerció su actividad como especialista en medicina interna con independencia y autonomía, tal y como lo dijeron los testigos escuchados en el curso del proceso, quienes como compañeros del actor sostuvieron que durante esos periodos ellos no se vinculaban de manera de manera directa a Comfamiliar Risaralda, ya que ello implicaría estar sometidos exclusivamente a esa entidad, lo cual no los beneficiaría en absoluto, pues dejarían de prestar sus servicios en otras entidades de la ciudad como por ejemplo la Clínica Los Rosales o en la Universidad Tecnológica de Pereira, ni tampoco podrían atender pacientes particulares en sus consultorios; por el contrario, en la forma como contrataban con Comfamiliar, les era posible realizar todas esas actividades, y adicionalmente asistir a congresos nacionales e internacionales, ya que ellos mismos cubrían entre si los turnos.
Por lo expuesto, exoneró a las entidades accionadas de las pretensiones de la demanda.

Inconforme con la decisión, el apoderado judicial de la parte actora interpuso recurso de apelación manifestando que en el proceso no era relevante que el Dr. Miranda Rosero prestara sus servicios concomitantemente a otras entidades como la Clínica Los Rosales, la Universidad Tecnológica de Pereira o en su consultorio particular, pues tal y como se evidencia en la demanda, la forma en que se prestaba el servicio le daba la posibilidad para ocuparse en esas actividades. 

Precisó que contrario a lo concluido por la falladora de primera instancia, con las pruebas recaudadas en el proceso se demuestra que entre el accionante y la Caja de Compensación Familiar de Risaralda existió una relación de índole laboral, por cuanto es claro que dicha entidad ejerció su poder subordinante, ya que no resulta lógico que los médicos, así sean especialistas, no tengan alguien que este supervisando si sus funciones están siendo realizadas de forma correcta.
En este estado se corre traslado a las partes para que presenten sus alegatos.

Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver los siguientes problemas jurídicos:

¿Existió entre el Dr. Harold Aníbal Miranda Rosero y la Caja de Compensación Familiar de Risaralda un contrato de trabajo entre los extremos señalados en la demanda?

Con el propósito de dar solución a los interrogantes en el caso concreto, se considera necesario precisar, el siguiente aspecto:
1. LAS CAJAS DE COMPENSACION FAMILIAR 

Disponen los artículos 39 y siguientes de la ley 21 de 1982 que las Cajas de Compensación Familiar son personas jurídicas de derecho privado, sin ánimo de lucro, las cuales estarán organizadas como corporaciones conforme a lo estipulado en el Código Civil, con el fin de cumplir, entre otras, funciones de seguridad social.

Ahora bien, el artículo 16 de la ley 789 de 2002, adicionó las funciones contempladas en el artículo 41 de la ley 21 de 1982 y además, le permitió a estas entidades de derecho privado que las actividades relacionadas con sus servicios, entre ellas las de seguridad social, fueran ejecutadas directamente o mediante alianzas estratégicas con otras cajas de compensación o a través de entidades especializadas públicas o privadas.

En ese mismo sentido, es claro el inciso 2º del numeral 2º de la referenciada norma, el cual indica que las Cajas de Compensación Familiar están habilitadas para prestar servicios de salud y en general para desarrollar todas las actividades relacionadas con dicho campo, bien sea de manera individual y/o conjunta, siendo ello opcional para la caja.
2. LA SUBORDINACIÓN JURÍDICA QUE IDENTIFICA EL CONTRATO DE TRABAJO.

Desarrollada en el literal b) del artículo 23 del C.S.T., como la facultad que, durante toda la vigencia de la relación, tiene el empleador para exigir al trabajador el cumplimiento de órdenes, en cualquier momento, en cuanto al modo, tiempo o cantidad de trabajo, e imponerle reglamentos; la existencia de la subordinación jurídica, propia del contrato de trabajo puede y debe determinarse, en cada caso concreto, resolviendo, entre otros, interrogantes tales como:

a. ¿Está obligado el contratista a acatar en todo momento las órdenes del contratante?

b. ¿Es el contratante quien determina el modo en que debe cumplir la labor el contratista?

c. ¿De manera unilateral el contratante determina las jornadas en que debe cumplirse el objeto del contrato?

d. ¿Puede el contratante exigir una determinada productividad por parte del contratista?

e. ¿El contratista está en obligación de acatar los reglamentos que diseñe el contratante?

f. ¿Tiene el contratante potestad disciplinaria que le permita imponer sanciones al contratista?

El análisis en conjunto de éstos o similares cuestionamientos permitirá evidenciar el mayor o menor grado de autonomía de que disponga el prestador del servicio personal para desarrollar la labor y con ello la existencia o inexistencia del vínculo laboral.

EL CASO CONCRETO

No se encuentra en discusión que el Dr. Harold Aníbal Miranda Rosero prestó sus servicios como médico especialista en medicina interna entre el 1º de julio de 2000 y el 30 de julio de 2011 a favor de la Caja de Compensación Familiar de Risaralda, tal y como lo concluyó la funcionaria de primer grado, sin que dicho punto hubiese generado algún tipo de controversia por parte de las entidades demandadas.
De lo que se queja el apoderado judicial de la parte actora en la sustentación del recurso de apelación, es que la a quo haya definido que esos servicios no fueron prestados bajo los presupuestos de un contrato de trabajo con la Caja de Compensación Familiar de Risaralda, pues en su sentir, quedó acreditado en el proceso que ese fue el tipo de contratación que se presentó entre el Dr. Miranda Rosero y Comfamiliar Risaralda.
Con el fin de dar luces sobre esos pormenores, la parte actora y Comfamiliar Risaralda coincidieron en solicitar que fueran escuchados los testimonios de los doctores Jairo de Jesús Ramírez Palacio y Ricardo Arturo Martínez García, quienes como médicos especialistas compañeros de actividades del demandante por más de 20 años informaron que como profesionales especializados en la salud han prestado sus servicios junto con el demandante a favor de la Caja de Compensación Familiar de Risaralda, por medio de contratos de prestación de servicios o de entidades agremiadas especializadas en el sector de la salud como la CTA Medicoop y la Asociación de Profesionales de la Salud –Aprosalud-; explicaron que al principio cuando lo hicieron por medio de contratos de prestación de servicios, los honorarios los percibían por el número de pacientes que atendían, sin que tuvieran la obligación de cumplir horarios, ni que se les impusieran ordenes por parte de Comfamiliar Risaralda, pues realmente facturaban como profesionales independientes por las atenciones que realizaban, ya que no les convenía suscribir contratos de trabajo, pues eso les implicaba una permanencia y una exclusividad que no podían darse el lujo de tener, ya que generaba que no pudieran ocupar su tiempo en actividades profesionales con otras entidades; que debido a esa situación fue que los profesionales del sector se agremiaron inicialmente en la CTA Medicoop y posteriormente en Aprosalud, con el fin de ofrecer a las diferentes entidades prestadoras del servicio de salud, un paquete de servicios, pues esa era la mejor forma de desarrollar la actividad profesional en términos de tiempo y económicos; explicaron que de esa manera ellos disponían libremente de su tiempo, dado que se reunían y diseñaban los cuadros de turnos, sin que en ello tuviera alguna incidencia la Caja de Compensación Familiar; en el caso de medicina interna, el coordinador del grupo era el testigo Ricardo Arturo Martínez García, quien fue enfático en manifestar que como afiliado a esas entidades, eran él junto con el Dr. Miranda Rosero los responsables de esa área, y para cumplir con el paquete de servicios ofrecidos a Comfamiliar Risaralda, tenían un conjunto de médicos, todos afiliados a Medicoop y posteriormente a Aprosalud, con los cuales se cubrían las necesidades del servicio; fue enfático en manifestar que no recibían órdenes por parte del personal de planta de Comfamiliar, pues todas las decisiones las tomaban los especialistas afiliados a esas entidades especializadas en servicios de salud.
Informaron que esa forma de desarrollar las actividades les permitía prestar sus servicios en otras instituciones médicas como la Clínica Los Rosales, atender libremente pacientes en sus consultorios particulares, dar clases en la Universidad Tecnológica de Pereira y ausentarse las veces que lo requerían de la ciudad, para poder asistir a congresos y cursos nacionales e internacionales; lo cual no solamente los favorecía económicamente, sino también, les daba la tranquilidad de no tener problemas de índole disciplinario y además porque percibían unos beneficios adicionales con entidades financieras, de seguros entre otros, que les permitían tener ventajas que no hubiesen tenido de estar prestando sus servicios a través de un contrato de trabajo, al punto que recibían unos bonos que causaba un alivio tributario anual para ellos; en palabras del Dr. Ricardo Arturo Ramírez García, no era atractivo trabajar directamente con Comfamiliar, pues no tendrían la autonomía, libertad y tranquilidad que les daba prestar sus servicios en el paquete ofrecido por Medicoop y Aprosalud.
Explicaron que de esa manera se le daba un excelente manejo a los servicios de salud, pues con el personal de apoyo que ellos mismos tenían, podían darle manejo telefónico a algunas situaciones en las que no podían hacer presencia física; indicaron que el tiempo que les llevaba realizar las rondas, dependía del número de pacientes que tuvieran, que generalmente oscilaban entre 8 y 12, advirtiendo que en la clínica habían aproximadamente unas 80 camas, lo que no indicaba que tuvieran que atender en cada ronda ese número de pacientes, ya que no todos eran del área de medicina interna; que una vez finalizaban esas rondas, partían inmediatamente de las instalaciones de la clínica Comfamiliar para realizar otras actividades profesionales, como las descritas anteriormente; finalmente sostuvieron que no tenían relación alguna con el personal de la Caja de Compensación Familiar, motivo por el que no podían ser sometidos a sus reglamentos y por ende a sanciones de ningún tipo, anotando que fueron muchas las oportunidades en los que se les invitó a hacer parte de la planta de personal de Comfamiliar Risaralda, invitación que ellos no aceptaban porque perdían todos los beneficios que tenían al prestar el servicio en la forma descrita de manera autónoma e independiente.
Esos dichos fueron confirmados por el Dr. Juan Carlos Cobo Alvarado, testigo oído por solicitud de Aprosalud, perteneciente a esa asociación y quien ha fungido como coordinador médico del área de urgencias. 
En cuanto a los testimonios de los doctores Mauricio Acosta García y Carlos Eduardo Herrera Cano, quienes prestaron sus servicios como auditores médicos de la Caja de Compensación Familiar de Risaralda, se limitaron a expresar que no tenían conocimiento sobre los pormenores que rodearon la prestación del servicio por parte del Dr. Harold Aníbal Miranda Rosero.
Así las cosas, de conformidad con la información suministrada por los doctores Jairo de Jesús Ramírez Palacio y Ricardo Arturo Martínez García, compañeros de actividades del demandante, evidente es que el accionante no solamente no tuvo un contrato de trabajo con la Caja de Compensación Familiar de Risaralda, pues claramente la forma en la que prestaba el servicio lo era de manera autónoma e independiente, que le permitía diversificar sus actividades en otras entidades, así como asistir sin ningún inconveniente a congresos y cursos nacionales e internacionales, además de las ventajas y beneficios económicos que ello le traía, sino también porque, tal y como lo expresaron los citados galenos, realmente no tuvo la intención de vincularse bajo los presupuestos de una relación de índole laboral, ya que no aceptó las invitaciones que se le hicieron en ese sentido por parte de la Caja de Compensación Familiar, que dicho sea de paso, como se explicó anteriormente, tiene la posibilidad de prestar los servicios de salud de manera directa o por medio de alianzas con entidades especializadas, tal y como lo eran Medicoop CTA y Aprosalud, pues tal y como lo expresaron los testigos, estas eran agremiaciones especializadas en prestar servicios de la salud, que, de acuerdo con lo expresado por la señora Adriana Lucía Rendón Velásquez, secretaría y coordinadora administrativa de Aprosalud, no solamente eran ofertados a Comfamiliar Risaralda, sino a otras entidades médicas como nefrólogos de Risaralda y Comfandi Cartago.
En este punto es del caso expresar que los correos electrónicos que fueron allegados con la demanda, en nada inciden en la situación que ya quedó acreditada, pues en ellos lo que se observa, es que por ejemplo la Fundación Social Colombiana de Salud invita al demandante a participar de diferentes conferencias o jornadas de educación organizadas por la Clínica Comfamiliar Risaralda, mientras en otros de los correos se informa sobre algunas condiciones del convenio suscrito entre esta entidad y Aprosalud, indicando que se les van a entregar bonos de una cadena de almacenes de la ciudad; informaciones éstas que como ya se dijo, en nada inciden respecto a la forma en que se convino la prestación del servicio por parte del Dr. Miranda Rosero.
En el anterior orden de ideas, acertada resultó la decisión adoptada por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito, motivo por el que se confirmará dicha providencia.

Costas en esta instancia a cargo de la parte actora en un 100%.
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia recurrida.

SEGUNDO. CONDENAR en costas en esta instancia a la parte actora en un 100%.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia, se eleva y firma esta acta.

Los integrantes de la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
    OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA

ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
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